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Temas:


RESOLUCIÓN DE CONTRATO / OMISIÓN EN EL PAGO DEL PRECIO / INCUMPLIMIENTO DEL CONTRATO / CONDICIÓN RESOLUTORIA / SE PROBÓ EL PAGO / INCONGRUENCIA DEL FALLO DE PRIMERA INSTANCIA / SE RESOLVIÓ CON SUSTENTO EN UNA ACCIÓN DE SANEAMIENTO / REVOCA / NIEGA / La acción resolutoria (igual que la de cumplimiento) prevista en el citado artículo, requiere para su viabilidad la concurrencia de tres condiciones esenciales:

a) La existencia de un contrato bilateral válido
b) Que el demandante, por su parte, haya cumplido los deberes que le impone la convención, o cuando menos demuestre que se allanó cumplirlos en la forma y tiempo debidos.

c) Incumplimiento de las obligaciones que surgieron del contrato para el demandado.

(…)

Y en esto, como se anticipó, le asiste toda la razón, por la evidente incongruencia en que incurrió la funcionaria de primer grado, que ante una situación clara que se le planteó: el incumplimiento de un contrato por falta de pago del precio pactado, halló que este sí se produjo, pero que en él se involucraron unos bienes que estaban previamente hipotecados y embargados, además de unos contratos de promesa anteriores a la compraventa, que fue sobre lo que giró a la postre todo el debate, con lo cual, uno de los permutantes ha debido sanear la cosa entregada, que representaba el mayor valor, y por eso optó por resolver el contrato. 

Perdió allí el norte, porque, de un lado, olvidó que el saneamiento tiene lugar en dos situaciones (art. 1893 C.C.): (i) cuando se debe amparar al comprador en el dominio y posesión pacífica de la cosa vendida; o (ii) cuando se deba responder por los vicios ocultos de la misma, que se llaman vicios redhibitorios. Y del otro, cada una de ellas, tiene su propia naturaleza, y deben ser alegadas en juicio como tales, lo que nunca aconteció en este caso. Es decir, un asunto de resolución por omisión en el pago del precio, fue decidido como una acción de saneamiento, que tampoco se clarificó si lo era por la protección del dominio o la posesión, o por los vicios redhibitorios, aunque perece que fue lo primero por aquel pasaje del fallo que dijo que “El saneamiento por evicción es una obligación del vendedor que consiste en amparar al comprador en caso de que esté privado de la cosa en todo o en parte, siempre y cuando la evicción tenga una causa anterior al contrato de compraventa y de acuerdo con las reglas establecidas en el código civil”. Por cierto, que estas acciones, también están regidas por reglas especiales de prescripción que, por supuesto, la demandada no tuvo oportunidad de proponer, porque fue por causa distinta que se le convocó a juicio.

 (…)

En adición, el demandante traditó el inmueble, como aparece en el certificado que reposa a folios 11 a 17, con lo que cumplió con su parte del acuerdo. Esto, aunque repasadas una a una las pruebas, es difícil precisar quién tiene bajo su control el bien, lo que es un tanto irrelevante para la litis, dado que lo que se vendió fue una cuota parte, y una entrega material se tornaría difícil, ya que de por medio está los derechos de los restantes comuneros. 

Y en cuanto al pago del precio, toda la prueba recaudada estuvo dirigida a su demostración. Y con el haz conformado, se arriba a la inconcusa conclusión de que se efectuó.

 (…)

Surge, entonces, que si la resolución viene anclada en la falta del pago del precio pactado, que el mismo no fue por la suma de los 92 millones de pesos que reza la escritura, sino consistente en un valor en dinero (cincuenta millones) y todo lo demás, en otros bienes (posesión, lotes y vehículos), que también fueron entregados, es claro que la demandada se allanó al cumplimiento del contrato e hizo honor a lo pactado. 

Que luego se hubieran presentado dificultades con el lote entregado, es cuestión que cumple dilucidar en otros escenarios y no en el presente, porque está acreditado que ambas partes acataron lo pactado.

Por tanto, la causa para demandar se viene a menos y con ello, es evidente, las pretensiones debieron ser negadas, pues, se insiste, resolver con sustento en lo que es objeto de una acción de saneamiento, cuando lo que se debate aquí es la resolución de un contrato, se advierte inconsonante, como bien lo predica la parte demandada.
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HECHOS:

1. Por escritura pública N° 6827 del 28 de septiembre de 2011 de la Notaría segunda de Villavicencio, el señor William Sanchez dijo transferir a Patricia Rivera Aristizábal, a título de venta, el 75% del dominio de un lote de terreno junto con el edificio de tres niveles en él construido.

2. Se dijo que el precio de la venta era de $92.000.000, y se afirmó haber sido recibidos por el demandante, como también que se habia hecho entrega del inmueble, pero lo cierto es que la demandada no ha entregado un solo peso y por ello el bien inmueble ha permanecido en poder del señor William. 
3. Ya han transcurrido cerca de 56 meses y las promesas de la señora Patricia Rivera se han incumplido y no se vislumbra responsabilidad e interés en hacerlo.

4. No existen restituciones mutuas qué atender, toda vez que no se ha pagado el precio del inmueble ni se ha efectuado la entrega del mismo. 

5. La transferencia del dominio del inmueble sin el pago acordado por la demandada ha causado perjuicios al demandante.
PRETENSIONES

PRIMERA: Declarar resuelto el contrato de compraventa contenido en escritura pública N° 6827 del 28 de septiembre de 2011 de la Notaría segunda de Villavicencio, firmado por WILLIAM SANCHEZ TORO, como vendedor y por PATRICIA RIVERA ARISTIZABAL como compradora, en virtud de que ésta no pago el precio del inmueble objeto de dicho contrato. 
SEGUNDA: Ordenar que se tome nota de esta declaración en la matriz de la escritura señalada y asi mismo se registre en la Oficina de Registro de Instrumentos Públicos de Villavicencio en la matricula inmobiliaria N° 230-26215.
TERCERA: Cancelar el registro de la escritura pública ya mencionada

CUARTA: Condenar a Patricia Rivera a pagarle al demandante, el valor de los perjuicios estimados en el libelo.
RESPUESTA Y EXCEPCIONES: 

Se opone a todas y cada una de las pretensiones de la demanda y asi mismo propone las siguientes excepciones: 

CADUCIDAD DE LA ACCIÓN: El artículo 1954 del Código Civil, dispone que la acción rescisoria por lesión enorme expira en cuatro años contados desde la fecha del contrato; el demandante estaría legitimado por activa para rescindirlo cuando dice que no ha recibido un solo centavo como precio justo, así entonces se puede analizar que desde la fecha en la que el contrato de compraventa surgió a la vida juridica a la fecha actual ha transcurrido 57 meses, es decir supera los cuatro años de los que nos habla el artículo ya mencionado.

COBRO DE LO NO DEBIDO Y MALA FE: El actor está cobrando una suma de dinero que la señora Patricia ya canceló, que no le debe y que él mismo esta consciente de haberlo recibido.
ERROR EN LA DENOMINACIÓN DE LA ACCIÓN INCOADA: La acción de resolución no es la llamada a imponerse en este proceso, sino la de nulidad de acto jurídico, lo anterior porque el demandante esta diciendo que lo consignado en el cuerpo de la escritura pública N° 6827, no es cierto.

TRASLADO DE LAS EXCEPCIONES:

A la excepción de mérito denominada CADUCIDAD DE LA ACCIÓN, no es la acción rescisoria por lesión enorme la que establece el artículo 1954 del Código Civil. 

En cuanto a la excepcion COBRO DE LO NO DEBIDO Y MALA FE, no es cierto que la demandada no me haya cancelado la suma de $92.000.000, correspondiente al precio de la venta, lo que sucede es que en este negocio se cometió una ESTAFA, en contra de mi patrimonio económico, con quien se realizó el negocio fue con el señor Raúl Velásquez Álvarez,  esposo legítimo de la demandada, quien hizo que la escritura de venta del Edificio en Villavicencio se pusiera a nombre de la señora Patricia Rivera Aristizábal. 
El trasfondo de este negocio se encuentra plasmado en el documento privado, de fecha del 22 de septiembre de 2011, denominado ¨Promesa de permuta¨suscrito entre la señora Patricia Rivera y el suscrito abogado. En este documento se habla de una posesión y mejoras, de la finca La Gloria, ubicada en la vereda La Honda o El Guayabo, en el corregimiento de Combia, de Pereira – Risaralda. siendo lo anterior una mentira del señor Raúl Velásquez Álvarez, lo que me vendió relacionado a esta finca, fue dos inmuebles con matrícula inmobiliaria independiente, se encontraban embargadas y secuestradas en el proceso ejecutivo hipotecario de mayor cuantía de Olga María Góngora Barrero, contra María Hermilda Marín de Londoño, radicado con el número 660013103004-2003-00245-00 que actualmente cursa en el Juzgado Quinto Civil del Circuito de Pereira, Risaralda. 
El señor José Conrado Matías Ortiz, quien era el inspector de policía de Combia para el dia 14 de Julio de 2004, fecha en la que se realizó la primera diligencia de secuestro de la finca La Gloria, me informó que el secuestre Alessandro Fúquenes Cardona, le arrendó la finca al señor Raúl Velásquez Álvarez y pasado un buen tiempo tuvo la idea de venderla al suscrito abogado, como posesión y mejoras. 
Cuando me enteré de todo este enredo y estaba en posesión de la finca, después de haber invertido una gruesa suma de dinero en mejoras, tales como corrales para ganado en tubos de hierro, mantenimiento de la finca, mejoramiento y reconstrucción de la casa de habitación principal, compra de cabezas de ganado (vacas finas lecheras) para montar una microempresa de lechería entre otras, fue que reventó el problema y yo prentendí defender mi posesión ante el Juzgado Quinto Civil del Circuito de Pereira, pero me fue imposible, comprometiéndose don Raúl Velásquez a solucionar todo este problema, inclusive estuvo en contacto con el abogado Mauricio Andrés García Sánchez, apoderado de la acreedora hipotecaria, pero muy despreocupado y los predios están ad-portas de remate. 
Mala fe, es la de la demandada por conducto de su apoderado, quien afirma que ha tenido la posesión del inmueble o edificio materia de este asunto, cuando ni el señor Raúl Velásquez y mucho menos la demandada PATRICIA RIVERA, han tenido la posesión del inmueble, pues quien ha permanecido desde el año 2009, es la señora LUZ MARINA IBAGON SALAMANCA, bajo mi dependencia y por mi encargo y es donde reside. 

En cuanto al ERROR DE LA ACCIÓN INCOADA: es una apreciación subjetiva del apoderado de la parte demandada. 

SENTENCIA:
Se observa por el despacho que faltó lealtad en la demanda, simplemente se trae la afirmación de que no se pagó el valor de esta venta, cuando la realidad era otra; se trató de una permuta, porque si bien, recibió $50.000.000 en efectivo, tambien recibió dos vehiculos Audi A4 de 2007 avaluado en la suma de $60.000.000, un vehiculo BMW sedan 1993 avaluado en $25.000.000, cuatro lotes en PIAMONTE VALVADO, cada uno avaluado en $25.000.000, unas mejoras y una posesión en FINCA LA GLORIA, avaluadas en $185.000.000, lo cual suma $420.000.000 
Existen con relación a este asunto dos contratos de permuta el de folio 94 suscrito por William Sanchez Toro y Patricia Rivera, el 22 de septiembre de 2011, que si bien menciona los bienes y dinero en efectivo, no tiene valor sobre el monto por el cual se hacía la permuta ni se señaló valor ninguno a los bienes, a folio 117 a 119 está suscrito por Guillermo Andrés Sanchez y Raúl Velásquez Álvarez; establece como valor comercial del edificio Villavicencio $600.000.000 de las mejoras $500.000.000 de los lotes en Piamonte $50.000.000 y los vehiculos $50.000.000; fecha 22 de septiembre de 2011, según el demandante este último no es cierto, solo se hizo para presentar la oposición a la diligencia de secuestro ordenada en el predio  donde se permutan mejoras y posesión, ordenada por el Juzgado Segundo Civil del Circuito de la ciudad; pero la demandada dice que el documento se plasmo con su esposo que fue quien hizo la negociación con el señor William, pero ese mismo día el señor William decide que el documento que se tiene que hacer ya es con el hijo de él y el esposo de ella; lo que está demostrado es que hubo un contrato de permuta dentro de esta permuta y al tenor del segundo documento suscrito por un valor de $500.000.000 se entrega una posesión y unas mejoras de una finca que solo tuvieron la demandada y su esposo por unos meses que dice haberla comprado pero no aportan ese documento, lo que llama la atención porque no recuerda quién le vendió pero sí aporta otro documento en su interrogatorio. 
Para el despacho la parte demandada no puede librarse del presente proceso con el argumento de que el demandante dijo que se hacía cargo de lo que resultara respecto a la posesión y mejoras que le vendían, porque no es posible que a una persona le hagan por un valor de $500.000.000 una venta o una permuta y luego resulte que se trata de un bien que es objeto de un proceso de ejecución que se encuentra secuestrado y simplemente nada pasó, no se ha demostrado que al demandante se le haya informado que el inmueble donde le vendían unas mejoras y posesión haya estado hipotecado y embargado, no es posible que el esposo de la demandada haya llevado cinco años en  posesión de ese predio si para el 2008 la persona que el secuestre había dejado allí lo demandó ante el inspector de trabajo, por trabajos del mes de febrero de 2007 a febrero del 2008, el hecho de que el secuestre Alessandro Fúquenes Cardona fuera excluido de la lista de auxiliares de la justicia como dice la parte demandada no significa que esté mintiendo; qué razones tendría él para hacerse autodemandar. Igualmente, no se ha demostrado que él haya sido quien haya permitido al esposo de la demandada tomar posesión del inmueble y además es la demandada misma la que dice que tuvieron la posesión de la finca sólo por unos meses. 
Un inmueble cuando está embargado está fuera del comercio y no es susceptible de ser durante ese período.
El despacho no le otorga credibilidad alguna a los testimonios del señor Raúl Velásquez Álvarez esposo de la demandada y Jhon Jairo Betancurt, porque por razón de la amistad y negocios que tienen en común sus dichos parecen sospechosos y no son creibles, simplemente tratan de retraer al proceso hecho se debieron haber informado en la contestación de la demanda y que no dijo en su interrogatorio de parte la señora Patricia Rivera, en realidad el pago mediante permuta del 75% del bien con matrícula 230- 26215 no se realizó en su totalidad porque la permuta se hizó por $600.000.000 y sólo las mejoras y la posesión tenian un valor de $500.000.000  y se encuentran embargadas y secuestradas por cuenta de un juzgado civil del circuito de la ciudad donde de no ser pagado lo debido por su propietaria terminaría siendo subastado, se le mostró al demandante un negocio aparentemente muy bueno, pero la única beneficiaria finalmente fue la demandada.
El saneamiento por evicción es una obligación del vendedor que consiste en amparar al comprador en caso de que esté privado de la cosa en todo o en parte, siempre y cuando la evicción tenga una causa anterior al contrato de compraventa y de acuerdo con las reglas establecidas en el código civil, y eso fue lo que en este caso ocurrió, y por el hecho de que se diga en el contrato aparezca un  pacto en contario en este sentido es la ley la que obliga al saneamiento y no se cumplió con esta obligación por la demandada.

Se declarará entonces la resolución del contrato de compraventa contenido en escritura pública N° 6827 del 28 de septiembre de 2011 de la Notaría segunda de Villavicencio, por incumplimiento con el pago del precio total, que, en realidad, de acuerdo al contrato de permuta era de seiscientos millones. 

La declaración judicial del contrato de permuta por incumplimiento de una de las partes trae como consecuencia que las cosas regresen al estado anterior a la celebración del contrato; de tal manera que en caso de incumplimiento del comprador o del vendedor en el pago del precio acordado, se producen unas obligaciones de restitución de las partes mutuamente todo lo que han recibido por motivo del mismo contrato de conformidad con lo dispuesto por el artículo 1932 del C Civil que dispone: “…”. El demandante se encuentra obligado a la restitución de los dineros recibidos y para ello se tendrá en cuenta el documento de permuta.
RESOLUTIVA. TRANSCRIPCIÓN
1. Declarar no probada la excepción de pago propuesta por la demanda por lo que no habrá lugar a estudiar la excepción de caducidad de la acción por no tratarse este proceso de recisión por lesión enorme.

2. Declarar la resolución del contrato de compraventa al que se refiere la escritura de compraventa 6827 del 28 de septiembre de 2011 de la notaría 2 de Villavicencio, relacionada con el inmueble de matrícula 230-2621.

3. En consecuencia se dispone que el demandante cancele a la demandada los 50 millones recibidos en efectivo, los 50 millones del valor de los lotes de Piamonte y los 50 millones del valor de los 2 vehículos, suma que indexada a la fecha en un 18.95% de acuerdo al IPC desde septiembre de 2011 hasta septiembre de 2017, asciende a $178.192.500.oo, los que deberá pagar a los tres día de la ejecutoria de la presente sentencia, y en caso de mora producirán intereses al 6% anual.
4. Se dispone oficiar al notario segundo del círculo de Villavicencio con el fin de que en la escrituro 6827 del 28 septiembre de 2011, tome nota de que ese contrato de compraventa relacionado con el 75%, del predio con matrícula 230-26215 se ha declarado resuelto.

5. Líbrese oficio al registrador de instrumentos públicos de la ciudad de Villavicencio para que en la anotación 20 se tome nota de que esa compraventa fue declarada resuelta por este despacho 

6. No se accede a las demás pretensiones de la demanda

7. Se condena a la demandada en costas en favor de la parte demandada, tásense.
APELACIÓN: Transcrito de manera literal

PARTE DEMANDANTE: 
El primer reparo expuesto hace referencia en cuanto a las prestaciones mutuas, porque si bien es cierto que en mi interrogatorio de parte yo afirme haber recibido los $50.000.000 pues yo solamente me circunscribía a que se resolviera el contrato y aceptar lo que decía el documento, el contrato de promesa de permuta, materia de este proceso, pero la verdad es que los $50.000.000 yo no recibí sino $10.000.000, ni se hizo la letra, ni recibí más plata; y respecto a los lotes de Piamonte los cuatro lotes, estos lotes, sinceramente ni siquiera me di cuenta en donde estaban ubicados, no se citó número de matricula inmbiliaria dentro del documento, no se dijo cuanto era el área y yo acepte que estos lotes pagarlos como comisión a los comisionistas a José Orlando Tamayo Montes y al señor Guillermo García Buitrago, pero a mí me parece que es una situación completamente contradictoria, que es paradójica, cómo es posible que al Sr Tamayo, que fue el que me embaucó en esta estafa que se ha convertido hoy en contra de mis intereses se le vaya a premiar pagándole una comisión jugosa como yo se la quería pagar en su momento cuando efectivamente pensaba que era un negocio de buena fe y que se estaba obrando de manera legal en este asunto.
PARTE DEMANDADA: 

Revoque en su totalidad la decisión que el Juzgado Tercero Civil del Circuito acaba de tomar en la medida en que a nuestro juicio, la misma no es congruente con lo que resultó probado en este proceso; el artículo 167 del Código General del Proceso enseña que incumbe a las partes probar el supuesto de hecho de las normas que consagran el efecto juridico que ellas persiguen, significa lo anterior, señora juez que la carga probatoria, para probar lo que se dice en la demanda o en su contestación la tiene quien elabora la demanda o en su defecto quien la contesta, en este proceso el demandante afirmó en primera instancia que con la Sra Patricia Rivera, celebró un contrato de compraventa plasmado en la escritura pública N° 6827 del 28 de septiembre de 2011, afirmó que la señora no le pagó el precio de la cosa vendida y de la misma manera manifiesta que tampoco él le hizo entrega del inmueble que ella habia comprado; cuando se contestan las excepciones propuestas por quien hoy se dirige a usted el demandante insistió que la demandada no le pagó el precio de la cosa vendida, pero ya cambian las reglas del juego manifestando que lo que realmente pasó es que se hizo una permuta y de hecho pues resalto en la labor del despacho en que si faltó lealtad por la parte demandante, en el entendido de que haber encausado la acción por y decir que se trataba de una permuta y no de una venta; dice en la contestación de las excepciones que realmente el negocio lo hizo con el señor RAUL VELÁSQUEZ ÁLVAREZ y no con la señora PATRICIA RIVERA ARISTIZABAL y afirma que lo estafó y que Raúl le vendió una cosa que estaba embargada e hipotecada, y resaltó la expresión ¨desconociendo por completo la situación legal de este predio¨ sobre ese tema fue que versó el proceso en este asunto.

Con respecto a la decisión de la honorable juez y de la cual me aparto muy respetuosamente, es el hecho de que el demandante no ha demostrado, en este caso Raúl el demandado o el señor Raúl en el interrogatorio no demostró la posesión  anterior del inmueble,  en contraposición de lo que había manifestado la señora Patricia en el interrogatorio de parte que ella se lo había comprado a un particular y articula esos dos testimonios con el testimonio de Alessandro Fúquenes Cardona, en el entendido de que él estuvo ahí como secuestre del predio hasta el año 2008, diciendo que le da plena credibilidad a este testimonio, a este último, muy independientemente de que esta persona haya sido excluida como auxiliar de administración de justicia; nuestro reparo consiste en que darle valor suasorio a un testimonio como Alessandro Fúquenes Cardona  que es  una persona que precisamente por faltar a sus obligaciones, entre ellas a administrar las cosas que se le entregaban en depósito como secuestre, pues sencilla y llanamente es coartar practicamente, mutilar y no darle una interpretacion sistemática a los demás testimonios que se practicaron en esta audiencia, él dice que no volvió allá porque lo amenazaron, sin embargo, recuerde señora juez que nisiquiera aportó una sola prueba para decir que realmente había sido amenazado o había sido desterrado del sitio que le habian asignado a él para efectos de administrarlo, es una situación que se escapa a la credibilidad, no se le puede dar credibilidad a un testimonio que practicamente es una persona que es de dudosa reputación por esa razón no está hoy en día en la administración de justicia
Dice la señora juez que tampoco le otorga credibilidad a los dichos de Raúl Velásquez Álvarez y Jhon Jairo Betancurt, yo le pregunto honorable juez, que prueba le presentó aquí el demandante que demeriten los testimonios que rindieron Raul Velásquez Álvarez y Jhon Jairo Betancurt, no hay ninguna, no hay ningún documento que ataque la credibilidad de estos testimonios, por el contrario estos testimonios son congruentes y se deben articular con la prueba documental que se presentó en este juicio, cuál prueba documental? El segundo contrato de compraventa, y por qué tiene valor suasorio esto, por que precisamente coincide con lo que dicen las partes.
Y qué es lo que dicen las partes, primero que el señor WILLIAM SANCHEZ TORO, conocía de la situación legal del predio en el momento del negocio, y cuál era la situación que estaba embargado e hipotecado; y segundo, que en razón de eso fue que él decidió cambiar el contrato, con qué propósito, con el de que quedara a nombre de su hijo para que entrara a defender la posesión, porque ese era su fuerte, eso era lo que sabía hacer, más si el lote tenía problemas legales, entonces sabía lo que estaba comprando. 

Dice William Sánchez Toro en la sustentación del recurso que él no está de acuerdo con los $50.000.000 que porque en realidad si bien es cierto aquí dijo que los recibió la verdad es que nunca los recibio, no, eso es una verdad procesal recibió los $50.000.000.

Ahora a la judicatura no le incumbe determinar qué hizo con los cuatro lotes, el hecho es que los lotes se le entregaron, que no fue a verlos, yo no creo y estoy seguro que el Tribunal no va a creer, por una razón elemental, es lógica y sentido común y reitero para esto los argumentos que expuse en los alegatos de conclusión, yo le  creo esto y de pronto tiene valor suasorio y de pronto tendría una razón de ser si el negocio se hubiera hecho con una persona totalmente analfabeta, que no sepa de negocios, pero con un profesional en derecho, experto en derecho agrario, esa situación no es creíble, se preguntarán si esto no es creíble, cuál será la razón por la cual el doctor William Sánchez demandó, pues claro como el asumió su propio riesgo, el asumió la defensa de sus intereses, compró un pleito, porque eso fue lo que compró; comprar un bien, una posesión y unas mejoras sobre un lote de terreno que estaba embargado es comprar un pleito y él estaba convencido de que iba a salir avante de esa situación, no logró demostrar la posesión que tenía el señor Raúl anteriormente, más la posesión que él llevaba y perdió y por eso es que ahora apenas se ve vencido en el juzgado quinto, ahora sí viene a reclamarle al señor Raul que devuelvan las cosas en el estado en el que estaban.
Tampoco estoy de acuerdo con la decisión de la honorable juez en devolver $178.000.000, o sea las restituciones mutuas, considero que los dictámenes que se presentaron sobre el valor comercial de los bienes para la fecha de los hechos debe primar sobre la determinación de la honorable juez, porque primero porque los mismos no fueron objetados, quedaron en firme y son ley para el proceso, en ese sentido las restituciones mutuas yo demando que se devuelvan $420.000.000 actualizados a la fecha en el porcentaje que estableció la honorable juez 18.795% en ese sentido, lo mismo con lo que tien que ver con los bienes que recibió, el avaluo que recibió el inmueble del señor William, asciende a la suma de $387.699.303. 
SUSTENTACIÓN
Similar, aunque el demandante admitió que sí recibió los cincuenta millones de pesos. 

CONSIDERACIONES 

1.
Ningún reparo cabe en este asunto respecto de los presupuestos procesales, y no se advierte causal de nulidad alguna que dé al traste con la actuación. 

2.
Como lo que se pretende con la demanda es la resolución del contrato de compraventa celebrado entre William Toro Sánchez y Patricia Rivera Aristizábal, según escritura pública 6827 del 28 de septiembre de 2011, corrida en la Notaría Segunda del Círculo de Villavicencio, a la luz de lo que fue planteado por el accionante, debe analizarse si en las partes hay legitimación en la causa; si se supera este aspecto de orden sustancial, habría que adentrarse luego en lo que resolvió el Juzgado y en los motivos de apelación, comenzando por los que expuso la parte demandada, ya que se refiere a una incongruencia; para acometer luego, si ello fuera viable, las demás críticas que se formulan contra el fallo, 

3.
Con el propósito de definir lo atinente a la mencionada legitimación, se recuerda que la acción resolutoria, como ya lo ha sostenido esta Sala (sentencia de febrero 7 de 2017, 66001-31-03-003-2012-00061-01), tiene soporte en el artículo 1546 del Código Civil, que prescribe que en los contratos bilaterales va envuelta tal condición en caso de no cumplirse por uno de los contratantes lo pactado, pero, en tal caso, podrá pedir el otro contratante (el cumplido), la resolución o el cumplimiento del contrato con indemnización de perjuicios. 

La acción resolutoria (igual que la de cumplimiento) prevista en el citado artículo, requiere para su viabilidad la concurrencia de tres condiciones esenciales:

a) La existencia de un contrato bilateral válido

b) Que el demandante, por su parte, haya cumplido los deberes que le impone la convención, o cuando menos demuestre que se allanó cumplirlos en la forma y tiempo debidos.

c) Incumplimiento de las obligaciones que surgieron del contrato para el demandado.

De donde emerge que, si el contratante que demanda no se ha puesto en el camino de acatar sus propias obligaciones, por más que su contraparte hubiese faltado a sus débitos, le estará vedado promover una acción de este linaje, sea que las prestaciones deban cumplirse simultáneamente, o de manera periódica, caso en el cual habrá de analizarse quién fue el primero que incumplió. 

A ello se ha referido la jurisprudencia de tiempo atrás y recientemente lo reiteró en la sentencia SC1209-2018, del 20 de abril de 2018, radicado 11001-31-03-025-2004-00602-01, M.P. Aroldo Wilson Quiroz Monsalvo, en la que dijo que: 

En tratándose de contratos bilaterales, el artículo 1546 del Código Civil consagra la condición resolutoria tácita, que consiste en la facultad a favor del contratante cumplido para pedir la resolución o el cumplimiento del pacto, en uno y otro caso, con indemnización de perjuicios, frente al extremo contrario del negocio que no respetó las obligaciones que adquirió.

Así lo tiene adoctrinado la Sala al señalar que:

En el ámbito de los contratos bilaterales y en cuanto toca con la facultad legal que, según los términos del artículo 1546 del Código Civil, en ellos va implícita de obtener la resolución por incumplimiento, hoy en día se tiene por verdad sabida que es requisito indispensable para su buen suceso en un caso determinado, la fidelidad a sus compromisos observada por quien ejercita esa facultad habida cuenta que, como lo ha señalado la Corte, el contenido literal de aquél precepto basta para poner de manifiesto que el contratante incumplido utilizando el sistema de la condición resolutoria tácita, no puede pretender liberarse de las obligaciones que contrajo. 

Es preciso entender, entonces, que no hay lugar a resolución de este linaje en provecho de aquella de las partes que sin motivo también ha incurrido en falta y por lo tanto se encuentra en situación de incumplimiento jurídicamente relevante, lo que equivale a afirmar que la parte que reclama por esa vía ha de estar por completo limpia de toda culpa, habiendo cumplido rigurosamente con sus obligaciones, al paso que sea la otra quien no haya hecho lo propio, de donde se sigue que “…el titular de la acción resolutoria indefectiblemente lo es el contratante cumplido o que se ha allanado a cumplir con las obligaciones que le corresponden y, por el aspecto pasivo, incuestionablemente debe dirigirse la mencionada acción contra el contratante negligente, puesto que la legitimación para solicitar el aniquilamiento de la convención surge del cumplimiento en el actor y del incumplimiento en el demandado u opositor…” (CSJ SC de 7 mar. 2000, rad. nº 5319).

Por ende, como regla general y en tratándose de compromisos que deben ejecutar las partes simultáneamente, es menester, para el buen suceso del reclamo del demandante, que este haya asumido una conducta acatadora de sus débitos, porque de lo contrario no podrá incoar la acción resolutoria prevista en el aludido precepto, en concordancia con la excepción de contrato no cumplido (exceptio non adimpleti contractus) regulada en el canon 1609 de la misma obra, a cuyo tenor ninguno de los contratantes está en mora dejando de cumplir lo pactado, mientras el otro por su lado no cumpla, o no se allane a cumplirlo en la forma y tiempo debidos.

Ahora, en el evento de que las obligaciones asumidas por ambos extremos no sean de ejecución simultánea, sino sucesiva, se ha precisado que, al tenor del artículo 1609 del Código Civil, quien primero incumple automáticamente exime a su contrario de ejecutar la siguiente prestación, porque ésta última carece de exigibilidad en tanto la anterior no fue honrada.

Puestas de esa manera las cosas, lo que se consignó en la escritura pública 6827 del 28 de septiembre de 2011, otorgada en la Notaría Segunda del Círculo de Villavicencio, es que William Sánchez Toro vendía a Patricia Rivera Salazar un lote de terreno junto con el edificio de tres plantas sobre él construido, ubicado en la “Avenida 40 número 27 85 91 con calle 29 número 40 03 07 Barrio Nuevo Maizaro, de la ciudad de Villavicencio”, matriculado al número 230-26215”. En la cláusula tercera, se estableció el precio en la suma de 92 millones de pesos, que “el exponente vendedor… declara tener recibidos de manos de la exponente compradora a su entera satisfacción”.  En tanto que en la cláusula quinta se mencionó que “Desde la presente fecha le hace entrega real de lo vendido según los linderos demarcados con todas sus mejoras, usos, costumbres dependencias, anexidades y derechos, de servidumbres activas o pasivas”. (f. 1 a 4 c. 1)
Sin embargo, se aduce en el libelo inicial (f. 20) que, a pesar de tales menciones, ni el precio se pagó, ni el inmueble se entregó, por cuanto se acordó que ello ocurriría una vez satisfecha la obligación adquirida por la compradora, lo que nunca se dio. Atendida esta afirmación, demandante y demandada están legitimados para intervenir en el proceso, no obstante que anticipe la Sala la deslealtad con la que desde el comienzo se viene actuando, porque bastó que la demandada propusiera unas excepciones, para que salieran a relucir los verdaderos motivos de la disputa entre ellos, que, como fue recreado con las pruebas, dejan ver que sí hubo pago y que, además, la escritura pública 6827 del 28 de septiembre de 2011, contiene unas declaraciones de voluntad ajenas a la realidad, lo que, por supuesto, no corresponde definir en esta litis, si se quiere conservar la regla de la congruencia del fallo con los hechos, las pretensiones y las excepciones que aparezcan probadas y hubieren sido alegadas si así lo exige la ley (art. 281 CGP). 
Se recuerda que el Juzgado accedió a las pretensiones y dispuso las restituciones mutuas que estimó pertinentes. En un ejercicio de interpretación de lo que en el fallo se quiso decir, porque adolece de falta de claridad, advierte la Sala que se dio por sentado que el pago sí se produjo, con la entrega de una suma de dinero, dos vehículos, cuatro lotes y las posesión y mejoras sobre un lote conocido como finca La Gloria.  Pero luego, señaló que la demandada no podía salir bien librada con el argumento de que el demandante dijo que se hacía cargo de lo que resultara respecto a la posesión y mejoras que le vendían; porque el bien que se le entregó estaba embargado y secuestrado en un proceso de ejecución, lo que nunca le fue informado al comprador. Por tanto, dijo al final que “El saneamiento por evicción no fue cumplido por la demandada en esta obligación, se declarará entonces la resolución del contrato de compraventa contenido en escritura pública N° 6827 del 28 de septiembre de 2011 de la Notaría segunda de Villavicencio, además el demandante se encuentra obligado a la restitución de los dineros recibidos y para ello se tendrá en cuenta el documento de permuta”.

La parte demandante en su apelación busca que se modifique lo resuelto sobre las restituciones mutuas, no obstante que discutía que de los 50 millones que se le ordenó devolver, solo había recibido 10 millones, lo que corrigió en esta sede, donde aceptó, al sustentar la alzada, que sí recibió toda esa cantidad. Es decir, que este aspecto debe quedar fuera de todo debate. Y respecto del valor de los lotes de Piamonte, cuantificados en 50 millones de pesos, porque si bien aceptó “que estos lotes pagarlos como comisión a los comisionistas a José Orlando Tamayo Montes y al señor Guillermo García Buitrago, pero a mí me parece que es una situación completamente contradictoria, que es paradójica, cómo es posible que al señor Tamayo, que fue el que me embaucó en esta estafa que se ha convertido hoy en contra de mis intereses se le vaya a premiar pagándole una comisión jugosa como yo se la quería pagar en su momento cuando efectivamente pensaba que era un negocio de buena fe y que se estaba obrando de manera  legal en este asunto.”.
La demandada, por su parte, aduce que la sentencia es incongruente, porque en la demanda se afirmó que Patricia Rivera no pagó el precio del contrato, mas, al contestar las excepciones, el demandante cambió su argumentación y se refirió a un contrato de promesa, cuyas prestaciones se cumplieron.  
Y en esto, como se anticipó, le asiste toda la razón, por la evidente incongruencia en que incurrió la funcionaria de primer grado, que ante una situación clara que se le planteó: el incumplimiento de un contrato por falta de pago del precio pactado, halló que este sí se produjo, pero que en él se involucraron unos bienes que estaban previamente hipotecados y embargados, además de unos contratos de promesa anteriores a la compraventa, que fue sobre lo que giró a la postre todo el debate, con lo cual, uno de los permutantes ha debido sanear la cosa entregada, que representaba el mayor valor, y por eso optó por resolver el contrato. 

Perdió allí el norte, porque, de un lado, olvidó que el saneamiento tiene lugar en dos situaciones (art. 1893 C.C.): (i) cuando se debe amparar al comprador en el dominio y posesión pacífica de la cosa vendida; o (ii) cuando se deba responder por los vicios ocultos de la misma, que se llaman vicios redhibitorios. Y del otro, cada una de ellas, tiene su propia naturaleza, y deben ser alegadas en juicio como tales, lo que nunca aconteció en este caso. Es decir, un asunto de resolución por omisión en el pago del precio, fue decidido como una acción de saneamiento, que tampoco se clarificó si lo era por la protección del dominio o la posesión, o por los vicios redhibitorios, aunque perece que fue lo primero por aquel pasaje del fallo que dijo que “El saneamiento por evicción es una obligación del vendedor que consiste en amparar al comprador en caso de que esté privado de la cosa en todo o en parte, siempre y cuando la evicción tenga una causa anterior al contrato de compraventa y de acuerdo con las reglas establecidas en el código civil”. Por cierto, que estas acciones, también están regidas por reglas especiales de prescripción que, por supuesto, la demandada no tuvo oportunidad de proponer, porque fue por causa distinta que se le convocó a juicio. 

Quiere esto significar que las acciones de saneamiento son bien diversas a la acción de resolución del contrato por falta del pago del precio, que es lo que aquí se debatía. Y para definir tal litis, bastaba, en consecuencia, apreciar si estaban dados los presupuestos referidos, al margen de las vicisitudes que, luego de varios años, pudieron haberse presentado respecto de los bienes que se recibieron como contraprestación.
Está demostrado, con la copia que se trajo a solicitud de la Sala, que entre las partes se celebró un contrato de compraventa sobre el inmueble de matrícula 230-26215, lo que se consignó en la escritura pública 6827 del 28 de septiembre de 2011, otorgada en la Notaría Segunda del Círculo de Villavicencio. El contrato allí celebrado se advierte válido, a pesar de lo que a su alrededor ocurrió, que tiende a ubicarlo como una especie de pacto simulado, lo que, en todo caso no es materia de discusión en este asunto y también se rige por sus propias reglas. 
En adición, el demandante traditó el inmueble, como aparece en el certificado que reposa a folios 11 a 17, con lo que cumplió con su parte del acuerdo. Esto, aunque repasadas una a una las pruebas, es difícil precisar quién tiene bajo su control el bien, lo que es un tanto irrelevante para la litis, dado que lo que se vendió fue una cuota parte, y una entrega material se tornaría difícil, ya que de por medio está los derechos de los restantes comuneros. 
Y en cuanto al pago del precio, toda la prueba recaudada estuvo dirigida a su demostración. Y con el haz conformado, se arriba a la inconcusa conclusión de que se efectuó. Por una parte, la cláusula tercera de la escritura reza que “El precio de esta venta es la suma de NOVENTA Y DOS MILLONES DE PESOS MONEDA CORRIENTE… que el exponente vendedor declara tener recibidos de manos de la exponente compradora a su entera satisfacción…”. 
Y reza el artículo 1934 del C. Civil, que si en la escritura de venta se expresa haberse pagado el precio, no se admitirá prueba alguna en contrario sino la nulidad o falsificación de la escritura, y solo en virtud de esta prueba habrá acción contra terceros poseedores. Por supuesto que tal forma de regular la situación, debe mirarse desde la perspectiva de las partes y de los terceros, porque entre aquellas, aunque la escritura diga que se produjo el pago, puede suscitarse controversia, por la libertad probatoria que impera, para acreditar algo diverso. En cambio, frente a terceros, se trata de una presunción legal que requiere, para ser desvirtuada, una de tales condiciones (la nulidad o la falsificación). 

Dice la jurisprudencia, concretamente la sentencia SC9072-201, con ponencia del Magistrado Fernando Giraldo Gutiérrez, que: 

…el artículo 1934 del Código Civil establece que «[s]i en la escritura de venta se expresa haberse pagado el precio, no se admitirá prueba alguna en contrario sino la nulidad o falsificación de la escritura, y solo en virtud de esta prueba habrá acción contra terceros poseedores», lo que constituye una presunción legal cuyos alcances se han atemperado jurisprudencialmente.

Es así como, si el pleito se traba entre los contratantes que dejaron expresa constancia de la satisfacción del valor pactado, no hay obstáculo para que, con las limitaciones de valoración contenidas en los artículos 258 y 264 del Código de Procedimiento Civil y haciendo uso de todos los medios de convicción a su mano, se demuestre lo contrario; eso sí, tomando en consideración que de estos debe emerger, sin lugar a dudas, el incumplimiento que puede derivar en la resolución del acuerdo.

Esto implica un esfuerzo superior del litigante interesado en demostrar la mentira de lo que se expresó en el instrumento público, pues, es ir en contra de una manifestación de voluntad libre y espontánea…
La restricción del precepto opera es en favor de los terceros adquirentes de buena fe, que puedan resultar afectados por reclamaciones posteriores al inicio de su posesión…

En esa libertad probatoria es que el demandante sacó a relucir, ya se dijo que con cierta deslealtad frente a la judicatura y en algo en relación con su contraparte, que el precio quedó plasmado en una promesa de permuta que allegó y de la cual emerge que el mismo se haría como contraprestación por el 75% de la mencionada propiedad en Villavicencio, de esta manera: “Por su parte, la señora PATRICIA RIVERA SALAZAR promete transferir a favor del Sr. WILLIAM SÁNCHEZ TORO a título de promesa de permuta el derecho de dominio y la posesión material que tiene sobre: A) UNAS MEJORAS ubicadas en la finca que está situada en la vereda La Honda- o el Guayabo, en el corregimiento de Combia, la cual entregará con los semovientes, se entregará a puerta cerrada.- con una posesión de ____ años. – B) CUATRO (4) LOTES ubicados en el BARRIO PIAMONTE del municipio de Dosquebradas, cuyos linderos, y demás datos se harán constar en la correspondiente escritura pública.- C) EL VEHÍCULO AUTOMÓVIL… PLACAS BCL-310… D) EL AUTOMÓVIL… PLACAS CYC-775…. Se compromete además a dar la suma de CINCUENTA MILLONES DE PESOS M. CE… los cuales promete cancelar así: $10’000.000.oo de contado, en el momento de firmar el presente documento, y los $40’000.000,oo restantes, quedan representados en letra de cambio cobradera en Noviembre 22 de 2011…”.
Ahora, al absolver interrogatorio de parte, dijo el demandante, lo que se toma a título de confesión, porque se dan las condiciones del artículo 191 del CGP, que recibió la posesión que se le ofreció, a tal punto que realizó inversiones sobre el predio y por su iniciativa, hizo que se creara un nuevo documento, denominado contrato de permuta, en el que ya figuraban como partes su hijo Guillermo Andrés Sánchez Madrigal y Raúl Antonio Vásquez Álvarez, copia del cual aportó la demandada en su intervención en la audiencia respectiva (f. 117 a 119) y fue considerado por la funcionaria y por las partes para formular sus preguntas, con el propósito de poder plantear a nombre de Guillermo Andrés, una oposición a la diligencia de secuestro que se realizó en el año 2014 por la Corregiduría Municipal de Combia Baja, una mentira más de parte de los aquí contendientes que, por fortuna, fracasó ante los estrados judiciales, como se desprende de las copias de folios 184 a 249 del cuaderno principal. 
En ese documento, sirva decirlo, quedó establecido que las partes conocían la situación física y legal de cada predio, lo que daba a entender que el ahora demandante sabía de la existencia del proceso hipotecario, y aun cuando no se le hubiera informado, tiene razón la parte demandante al aducir que es de poco recibo que quien dice ser abogado, con más de tres décadas de experiencia, experto en asuntos agrarios, no se hubiera percatado, antes de sellar cualquier trato, de que sobre el predio recibido pesaban unas inscripciones en la oficina de registro, que se hacen precisamente para dar publicidad de los actos que sobre los bienes raíces se realizan; primero, una hipoteca, luego un embargo por cuenta de otro juzgado, el que fue levantado y vuelto a decretar, según se desprende del oficio remitido por el Juzgado Quinto Civil del Circuito de Pereira, que informó que en el referido proceso hipotecario se llevó a cabo una primera diligencia de secuestro el 14 de julio de 2004, pero se decretó un desistimiento tácito el 20 de abril de 2009 y se dispuso el levantamiento de las medidas, que se volvieron a ordenar, tanto el embargo como el secuestro, el 14 de noviembre de 2013, y este último se perfeccionó en diligencia realizada el 23 de abril de 2014, que fue sobre la cual recayó la fallida oposición. .
Esta misma circunstancia permite dejar sin piso una de las razones que aduce el demandante: que se le vendió una posesión sobre un bien embargado, lo cual no es cierto, porque si la entrega se perfeccionó en el mes de septiembre de 2011, para entonces, las medidas cautelares no estaban vigentes, ya que se habían levantado en el año 2009 y se volvieron a decretar para el año 2013. En todo caso, este sería un asunto por ventilar en un eventual proceso de saneamiento, y no en el de resolución que ahora se tramita, pues lo que sí está claro es que el demandante recibió la mentada posesión, que era la primera parte del pago. 

Y también recibió los lotes; a pregunta de la jueza, respondió concretamente que “Yo los recibí efectivamente, entre otras cosas, porque es que dentro de este negocio cuando usted preguntó los porcentajes, la finca era lo que valía el 90% de las cosas, esos cuatro lotes puedo inclusive manifestarle que se los di a los comisionistas, al señor don Orlando Tamayo Montes y al señor Guillermo García, como comisión del negocio”. Y aunque ahora en la apelación dice que nunca se le traspasaron, sí obra prueba de que la propiedad fue transferida por Patricia Rivera Aristizábal a Oscar León Henao Rivera uno, y los otros tres a Guillermo García Buitrago (f. 123 a 133, c. 1). 
Enseguida se le preguntó si recibió los dos automóviles, y sin ambages dijo que sí. 

Luego, que si había recibido los 50 millones de pesos en dinero y respondió que “los $10’000.000 sí los recibí, los $40.000.000 no creo.” Y sobre las letras que se dijo que respaldarían ese pago, señaló que no las llevaba consigo y presumía que don Raúl se las pagó. Para luego admitir, en esta sede, que sí recibió los cincuenta millones de pesos. 
Surge, entonces, que si la resolución viene anclada en la falta del pago del precio pactado, que el mismo no fue por la suma de los 92 millones de pesos que reza la escritura, sino consistente en un valor en dinero (cincuenta millones) y todo lo demás, en otros bienes (posesión, lotes y vehículos), que también fueron entregados, es claro que la demandada se allanó al cumplimiento del contrato e hizo honor a lo pactado. 
Que luego se hubieran presentado dificultades con el lote entregado, es cuestión que cumple dilucidar en otros escenarios y no en el presente, porque está acreditado que ambas partes acataron lo pactado.

Por tanto, la causa para demandar se viene a menos y con ello, es evidente, las pretensiones debieron ser negadas, pues, se insiste, resolver con sustento en lo que es objeto de una acción de saneamiento, cuando lo que se debate aquí es la resolución de un contrato, se advierte inconsonante, como bien lo predica la parte demandada. 

En consecuencia, se revocará el fallo apelado y, en su lugar, se negarán las pretensiones. 

Las costas de ambas instancias correrán por cuenta del demandante y a favor de la demandada. Se liquidarán en primera instancia, en los términos del artículo 366 del CGP. En auto separado se fijarán las agencias en derecho que a esta sede corresponden. 

DECISIÓN
En armonía con lo dicho, la Sala Civil-Familia del Tribunal Superior de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la Ley, REVOCA la sentencia proferida por el Juzgado Tercero Civil del Circuito de Pereira, el 20 de junio de 2017, en el proceso verbal iniciado por William Sánchez Toro contra Patricia Rivera Aristizábal. 
En su lugar, se niegan las pretensiones. 

Costas en ambas instancias a cargo del demandante y a favor de la demandada. Por separado se fijarán las agencias en derecho que corresponden a esta sede, para que sean liquidadas en primera instancia. 

Decisión notificada en estrados. 

Los Magistrados

JAIME ALBERTO SARAZA NARANJO

CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS

DUBERNEY GRISALES HERRERA 
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